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	MAGISTRADO: 

LICENCIADO MANUEL IGNACIO VARELA MALDONADO


	

	


San Luis Potosí, San Luis Potosí, a veintiuno de enero de dos mil diecinueve. 

V I S T O S para resolver el RECURSO DE RECLAMACION promovido por la C. ****** ******* ****** ********, por su propio derecho y en su carácter de ******** ******* ** ******** ** ***** ** *** **** ******, en contra del auto dictado en fecha veinte de noviembre de dos mil dieciocho, en el que se le desechó la demanda intentada, al actualizarse un motivo manifiesto e indudable de improcedencia, y;

R E S U L T A N D O

I.- Mediante escrito presentado en este Tribunal, el catorce de noviembre de dos mil dieciocho, la C. ****** ******* ****** ********, por su propio derecho y en su carácter de ******** ******* ** ******** ** ***** ** *** **** ******, compareció a demandar la nulidad de:

“La Resolución de fecha ** ** ********** ** ****, dictada por el Pleno de la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, CEGAIP, dentro de los autos que integran el expediente *************.”
Señalando como enjuiciada a:

“AL PLENO DE LA COMISIÓN ESTATAL DE GARANTÍA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ, (CEGAIP).”
II.- A través del auto de veinte de noviembre de dos mil dieciocho, visto y analizado el escrito inicial de demanda, sus anexos y la pretensión de la impetrante, el suscrito Magistrado Titular de la Segunda Sala Unitaria de este Tribunal, desechó por notoriamente improcedente la demanda de nulidad intentada, por los motivos y fundamentos expuestos en dicho proveído.
III.- Inconforme con lo resuelto en el acuerdo precisado en el Resultando anterior, la impetrante el catorce de diciembre de dos mil dieciocho, interpuso recurso de reclamación en su contra.

IV.- El día diecinueve de diciembre del dos mil dieciocho, esta Segunda Sala Unitaria admitió a trámite la reclamación formulada por la parte actora; y en virtud, de que el recurso versaba sobre el desechamiento de la demanda y no existían diligencias pendientes por desahogar, se citó para resolverlo.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer y resolver el presente Recurso conforme a lo dispuesto por los artículos 116, párrafo segundo, fracción V, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 123, párrafo primero de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; 9, párrafo primero, fracción III, 34, fracción IX y 35, fracción VI, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí.

SEGUNDO.- El recurso que se examina fue interpuesto dentro del término de cinco días a que se refiere el artículo 150, párrafo primero, del Código Procesal Administrativo del Estado, en virtud de que el auto recurrido fue notificado personalmente a la hoy reclamante el siete de diciembre de dos mil dieciocho
, por lo que surtió efectos al día siguiente, de acuerdo con el artículo 40, párrafo primero del Código Procesal Administrativo para el Estado
; esto es el diez de diciembre del citado año; de ahí que el término para la interposición del recurso se computa
 del once al dieciocho del mes y año referido, sin contar los días intermedios doce, quince y dieciséis del mismo mes
, y en consecuencia, si el ocurso de reclamación en estudio, se presentó el catorce de diciembre de dos mil dieciocho, según consta en el sello de recepción ante la oficialía de partes de este Tribunal, resulta evidente que fue presentado de manera oportuna.
TERCERO.- El auto materia de la reclamación lo constituye el de desechamiento, dictado por el suscrito Magistrado el veinte de noviembre de dos mil dieciocho, el cual en la parte que interesa establece: 
“…

Por lo anterior, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 7°, 9° fracción III, 28 y 35 fracción I de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; el Magistrado Titular de la Segunda Sala Unitaria acuerda lo siguiente:

1.- Una vez estudiados los planteamientos esgrimidos en el escrito de demanda y sus anexos, promovida por ****** ******* ****** ********, se advierte que su pretensión consiste en que este Tribunal declare la nulidad de la resolución dictada por la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí (CEGAIP) en fecha ****** ** ********* ** *** *** *********, en la cual, conforme a lo dispuesto por el artículo 190, fracción I de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, se le impone una medida de apremio consistente en una AMONESTACION PRIVADA dentro del expediente CEGAIP-*************.

2.- Al respecto, es preciso señalar que conforme al artículo 34 fracción XXVIII de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, la CEGAIP funcionará de forma colegiada en reuniones de Pleno, que serán públicas con excepción de aquellas que vulneren el derecho a la privacidad de las personas y que todas sus acciones, deliberaciones y resoluciones tendrán el carácter de públicas; además, que el Pleno tendrá en el ámbito de su competencia, tendrá entre otras, la siguiente atribución: imponer las medidas de apremio para asegurar el cumplimiento de sus determinaciones; dichas medidas se encuentran previstas en el precepto 190 de la referida Ley, las cuales podrá imponer al servidor público encargado de cumplir con la resolución, o en su caso a los miembros de los sindicatos, partidos políticos y a la persona física o moral responsable, las siguientes medidas de apremio consisten en: I. Amonestación pública o privada, y II. Multa, de ciento cincuenta hasta mil quinientas veces la unidad de medida y actualización vigente. 

Ahora bien, cabe agregar que el artículo 196 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, establece que, en contra de la imposición de multas derivadas de la ejecución de medidas de apremio, procede el juicio de nulidad ante el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, y es independiente del procedimiento sancionador que en su caso se implemente al infractor; por tanto, de lo previsto en el referido numeral 196, se advierte que este Tribunal sólo tiene competencia para conocer de las multas que se impongan a las personas y entes, previstos en el referido numeral 190 del Código en comento, sin que se indique del texto que se puedan conocer de la medida de apremio prevista en la fracción I, consistente en una amonestación privada, como ocurre en el asunto que se analiza. 

Para una mejor comprensión, se transcriben los citados numerales 34 fracción XXVIII, 190 y 196 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, que literalmente dictan lo siguiente:

“ARTÍCULO 34. La CEGAIP funcionará de forma colegiada en reuniones de Pleno, mismas que serán públicas con excepción de aquellas que vulneren el derecho a la privacidad de las personas, y se desarrollarán en los términos que señale su reglamento interior. Todas sus acciones, deliberaciones y resoluciones tendrán el carácter de públicas. El Pleno tendrá en el ámbito de su competencia, las siguientes atribuciones: (…)

XXVIII. Imponer las medidas de apremio para asegurar el cumplimiento de sus determinaciones; 

ARTÍCULO 190. La CEGAIP, en el ámbito de su competencia, podrá imponer al servidor público encargado de cumplir con la resolución, o a los miembros de los sindicatos, partidos políticos o a la persona física o moral responsable, las siguientes medidas de apremio para asegurar el cumplimiento de sus determinaciones: 

I. Amonestación pública o privada, y 
II. Multa, de ciento cincuenta hasta mil quinientas veces la unidad de medida y actualización vigente. 

ARTÍCULO 196. En contra de la imposición de multas derivadas de la ejecución de medidas de apremio, procede el juicio de nulidad ante el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, y es independiente del procedimiento sancionador que en su caso se implemente al infractor.

[Énfasis propio]

3.- Entonces, de acuerdo a las consideraciones ya expuestas en líneas que anteceden el Magistrado Titular de esta Segunda Sala Unitaria establece que la resolución que la parte actora impugna es improcedente ante este Tribunal de acuerdo a las disposiciones previstas en los citados ordenamiento legales, en razón de que, se colige que este Tribunal carece de competencia para revisar los actos que emitió la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí (CEGAIP), en relación a la resolución que impugna ****** ******* ****** ********; en la que conforme a lo dispuesto por el artículo 190 fracción I de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, dentro del expediente *************, se le impuso una AMONESTACION PRIVADA; por lo que, como se citó en líneas que anteceden por disposición del numeral 196 de la Ley en comento, este Tribunal solo tiene competencia para conocer de las resoluciones que impongan multas derivadas de la ejecución de medidas de apremio, prevista en la fracción II del numeral 190 del citado ordenamiento; asimismo no pasa inadvertido que del multicitado oficio que fue notificado a la parte actora, se informó que: “la resolución del ************* ha causado estado por no haberse impugnado dentro del plazo previsto dentro del artículo 17 de la Ley de Amparo…”
Por tanto, con fundamento en lo dispuesto por los artículos numerales 7 y 28 de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí, en relación con los numerales 217, 228 fracción XI y 239 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, SE DESECHA LA DEMANDA, al actualizarse un motivo manifiesto e indudable de improcedencia de acuerdo a las consideraciones legales antes señaladas.
…”
(Énfasis en el original)
Substancialmente en el acuerdo controvertido, el Magistrado que suscribe, determinó desechar la demanda, en virtud de que se actualizaba un motivo manifiesto e indudable de improcedencia de acuerdo a las consideraciones legales que se desarrollaron en dicho proveído.

Respecto de los motivos de reclamación que esgrime la hoy reclamante, si bien, no existe obligación por parte de esta Sala Unitaria de llevar a cabo su transcripción, esto acorde a lo dispuesto en la tesis de jurisprudencia 2a./J. 58/2010, de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, cuyo rubro cita “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN”
; en la especie, sí resulta pertinente hacer una síntesis de los mismos.
La reclamante, en primer lugar, establece que la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, quedo constituido como un organismo autónomo, especializado, imparcial y colegiado, responsable de garantizar el derecho de acceso a la información y de protección de datos personales en posesión de los sujetos obligados –debiéndose destacar que lo anterior, es simplemente el parafraseo del artículo 27, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado-; y después trae a colación el diverso 7, fracción XIV, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa –donde pone énfasis a lo siguiente “Las resoluciones definitivas por las que se imponga sanciones a los servidores públicos…incluyendo las resoluciones dictadas por los órganos constitucionales autónomos…”, e invoca para “mejor compresión” el criterio de rubro “RESOLUCIONES DEFINITIVAS EN MATERIA DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS DICTADAS POR LOS ÓRGANOS CONSTITUCIONALES AUTÓNOMOS. EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA ES COMPETENTE PARA CONOCER DEL JUICIO DE NULIDAD PROMOVIDA EN SU CONTRA (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 19 DE JULIO DE 2016).”.
Posteriormente, la accionante manifiesta que en mérito a lo anterior, si bien el artículo 196, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, determina procedente el juicio de nulidad ante el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, en contra de la imposición de multas derivadas de la ejecución de medidas de apremio; es claro que el contexto de tal disposición normativa es un plano enunciativo más no limitativo, ya que en momento alguno determina una prohibición o impedimento para ventilar los actos que en general, sean emitidos por órganos constitucionales autónomos.

Continua arguyendo la actora que de estimar legitima la justipreciación de este Tribunal, sería consentir un notorio estado de indefensión por parte de aquellos sujetos sometidos a la Ley de Transparencia y Acceso a la información Pública del Estado, sin oportunidad de recurrir bajo criterio alguno las medidas de apremio que en su caso se impusieran, lo que sería una aberración jurídica, dada su ausencia de sentido y congruencia con el sistema jurídico mexicano.

Señala la impetrante que la ausencia de mayor directriz en el numeral 196, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, no debe traducirse en un ánimo prohibitivo, sino por el contrario en una laguna en dicha legislación, que implica acudir al resto de los ordenamientos que rigen, o en su caso, a los criterios de interpretación de ley, en afán de obtener por parte de este Tribunal, un pronunciamiento debidamente fundado y motivado, que otorgara certeza respecto del desechamiento que se realiza.

Concluye la reclamante manifestando, que es necesario que este Tribunal atienda a las disposiciones que invocó anteriormente –27 y 196, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información, y 7, fracción XIV, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí-, que –a su dicho- facultan expresamente a este órgano jurisdiccional para conocer de los juicios que se interpongan en contra de las resoluciones dictadas por órganos constitucionales autónomos, como lo es la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí; por lo que deberá de admitir, tramitar y resolver el juicio intentado.
Por lo tanto, la Litis a dilucidar en este fallo, es la legalidad o ilegal del auto de desechamiento de demanda dictado el veinte de noviembre de dos mil dieciocho.
CUARTO.- A Juicio del Magistrado Titular de esta Segunda Sala Unitaria, los argumentos de reclamación hechos valer por la recurrente, resultan infundados para determinar la ilegalidad del acuerdo recurrido, en razón a las consideraciones legales siguientes.
En primer lugar, parte del agravio del reclamante se encuentra encaminado a señalar que no se fundó y motivó correctamente el proveído debatido; por lo que para poder resolver dicho planteamiento, es necesario precisar que todas las autoridades tienen la obligación de fundar y motivar los actos de molestia que afecten la esfera jurídica de los particulares en términos del artículo 16, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

En ese sentido, las autoridades están obligadas a plasmar en sus resoluciones, la correspondiente relación e ilación lógica de las razones especiales o causas inmediatas por las cuales arriban a su conclusión.

Es por ello, que al señalar el artículo 16, constitucional que todo acto de autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresar con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, que deben señalarse, también con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; implica también que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas.

Por tanto, a fin de cumplir con los derechos fundamentales de legalidad y seguridad jurídica en sus resoluciones, las autoridades deben citar los preceptos legales aplicables al caso, así como precisar de forma congruente todas aquellas circunstancias especiales, razones particulares o causas en forma pormenorizada, que se hayan tenido en consideración para tener por acreditados dichos extremos. 

Tales exigencias tienen como propósito evidente que en todo acto de autoridad, el afectado conozca la esencia de los argumentos legales y de hecho en que se apoyó la autoridad, de manera que quede plenamente capacitado para rendir prueba en contrario de los hechos aducidos por la autoridad, y para alegar en contra de su argumentación jurídica. 

Sirve de apoyo a lo anterior el criterio sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicado en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Tomo 64, Abril de 1993, Tesis VI.2º. J/248, Página 43, Octava Época, el cual a la letra dice lo siguiente:

“FUNDAMENTACION Y MOTIVACION DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado.- SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.” 

En ese sentido, en el auto reclamado de veinte de noviembre de dos mil dieciocho
 -anteriormente transcrito-, el suscrito Magistrado, una vez visto el escrito inicial de demanda y sus anexos, acordó que con fundamento en lo dispuesto por los artículos 7, 9, fracción III, 28 y 35, fracción I, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí, en relación con los numerales 217, 228, fracción XI y 239, fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, DESECHABA LA DEMANDA, ya que se actualizaba un motivo manifiesto e indudable de improcedencia en virtud de las consideraciones legales que se precisaron en dicho proveído, y que se relatarán más adelante.

En ese sentido, los artículos precisados anteriormente, se transcriben a continuación:

LEY ORGÁNICA DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE SAN LUIS POTOSÍ

“ARTÍCULO 7º. El Tribunal conocerá de los juicios que se promuevan contra las resoluciones definitivas, actos administrativos y procedimientos siguientes:

I. Las controversias de carácter administrativo y fiscal derivadas de actos o resoluciones definitivas, o que pongan fin a un procedimiento, que dicten, ordenen, ejecuten o traten de ejecutar en agravio de los particulares, las autoridades del Poder Ejecutivo Estatal, de los municipios del Estado, así como de los organismos públicos descentralizados estatales y municipales, cuando los mismos actúen como autoridades;

II. Los decretos y acuerdos estatales y municipales de carácter general, diversos a los reglamentos, cuando sean autoaplicativos o cuando el interesado los controvierta con motivo de su primer acto de aplicación;

III. Las dictadas por autoridades fiscales estatales y municipales, incluyendo a sus organismos descentralizados, en que se determine la existencia de una obligación fiscal, se fije en cantidad líquida o se den las bases para su liquidación;

IV. Las que nieguen la devolución de un ingreso de los regulados por el Código Fiscal del Estado, indebidamente percibido por el Estado o por el municipio, incluyendo a sus organismos descentralizados, o cuya devolución proceda de conformidad con las leyes fiscales estatales;

V. Las que impongan multas por infracción a las normas administrativas estatales;

VI. Las que causen un agravio en materia fiscal distinto al que se refieren las fracciones anteriores;

VII. Las resoluciones administrativas y fiscales favorables a los particulares que impugnen las autoridades, por considerar que lesionan a la administración pública o al interés público;

VIII. Las que se dicten en materia de pensiones civiles, sea con cargo al erario estatal o municipal o a la Dirección de Pensiones del Estado;

IX. Las que se originen por fallos en licitaciones públicas y la interpretación y cumplimiento de contratos públicos, de obra pública, adquisiciones, arrendamientos y servicios celebrados por las dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal y Municipal centralizada y paraestatal; así como, las que estén bajo responsabilidad de los entes públicos estatales y municipales cuando las disposiciones aplicables señalen expresamente la competencia del Tribunal;

X. Las que nieguen la indemnización por responsabilidad patrimonial del Estado, declaren improcedente su reclamación o cuando habiéndola otorgado no satisfaga al reclamante; así como las que en dicha materia se tramiten directamente ante el Tribunal. También, las que por vía de repetición, impongan la obligación a los servidores públicos de resarcir al Estado el pago correspondiente a la indemnización, en los términos de la ley de la materia;

XI. Las dictadas por las autoridades administrativas que pongan fin a un procedimiento administrativo, a una instancia o resuelvan un expediente, en los términos del Libro Segundo del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí;

XII. Las que resuelvan los recursos administrativos en contra de las resoluciones que se indican en las demás fracciones de este artículo;

XIII. Las que se configuren por negativa ficta en las materias señaladas en este artículo, por el transcurso del plazo que señalen el Código Fiscal del Estado, el Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, o las disposiciones aplicables o, en su defecto, en el plazo de tres meses, así como las que nieguen la expedición de la constancia de haberse configurado la resolución afirmativa ficta, cuando ésta se encuentre prevista por la ley que rija a dichas materias.

No será aplicable lo dispuesto en el párrafo anterior en todos aquellos casos en los que se pudiere afectar el derecho de un tercero, reconocido en un registro o anotación ante autoridad administrativa;

XIV. Las resoluciones definitivas por las que se impongan sanciones a los servidores públicos por faltas administrativas no graves en términos de la legislación aplicable, así como contra las que decidan los recursos administrativos previstos en dichos ordenamientos, incluyendo las resoluciones dictadas por los órganos constitucionales autónomos;

XV. Las resoluciones de la Contraloría del Consejo Estatal Electoral y de Participación Ciudadana que impongan sanciones administrativas no graves, en términos de la Ley Electoral del Estado;

XVI. Las sanciones y demás resoluciones emitidas por la Auditoría Superior del Estado, en términos de la Ley de Auditoría Superior del Estado de San Luis Potosí;

XVII. Las resoluciones definitivas que determinen la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio de, los agentes del Ministerio Público; peritos; custodios, y miembros de las instituciones policiales del Estado y municipios de San Luis Potosí, que dicten las autoridades correspondientes en aplicación de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado, y reglamentos de la materia, y

XVIII. Las señaladas en ésta y otras leyes como competencia del Tribunal.

Para los efectos del primer párrafo de este artículo, las resoluciones se considerarán definitivas cuando no admitan recurso administrativo o cuando la interposición de éste sea optativa.

El Tribunal conocerá también de los juicios que promuevan las autoridades para que sean anuladas las resoluciones administrativas favorables a un particular, cuando se consideren contrarias a la ley.

…
ARTÍCULO 9º. El Tribunal se integra por los órganos siguientes:
…

III. Las Salas Unitarias, que serán cuando menos tres, y
…

ARTÍCULO 28. Además de los juicios a que se refiere el Artículo 7 fracciones I a XII de este Ordenamiento, las Salas Unitarias conocerán de aquellos que se promuevan contra las resoluciones definitivas, actos administrativos y procedimientos que se indican a continuación:

I. Las resoluciones definitivas relacionadas con la interpretación y cumplimiento de contratos públicos, obra pública, adquisiciones, arrendamientos y servicios celebrados por las dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal y Municipal;

II. Las dictadas por autoridades administrativas en materia de licitaciones públicas;

III. Las que nieguen la indemnización por responsabilidad patrimonial del Estado o Municipios, declaren improcedente su reclamación, o cuando habiéndola otorgado no satisfaga al reclamante, y las que por repetición impongan la obligación a los servidores públicos de resarcir al Estado los pagos correspondientes a la indemnización, en los términos de la ley de la materia;

IV. Las dictadas por las autoridades administrativas que pongan fin a un procedimiento administrativo, a una instancia o resuelvan un expediente, respecto de los supuestos descritos en los incisos anteriores de este artículo;

V. Las dictadas en los juicios promovidos por los Secretarios de Estudio y Cuenta, Secretarios de Acuerdos, Actuarios y demás personal del Tribunal, en contra de sanciones derivadas de actos u omisiones que constituyan faltas administrativas no graves, impuestas por el Pleno o por el Órgano Interno de Control, en aplicación de la Ley de Responsabilidades Administrativas, y

VI. Las que resuelvan los recursos administrativos en contra de las resoluciones que se indican en las demás fracciones de este artículo.

…

ARTÍCULO 35. Tratándose de materia administrativa y fiscal, los Magistrados de las Salas Unitarias y Auxiliares tendrán las siguientes atribuciones en la instrucción de los asuntos:

I. Admitir, desechar o tener por no presentada la demanda o su ampliación, si no se ajustan a la ley;

…”
CÓDIGO PROCESAL ADMINISTRATIVO PARA EL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ

“ARTÍCULO 217. Los juicios que se promuevan ante el Tribunal, se substanciarán y resolverán de acuerdo a las disposiciones establecidas en este Código.

A falta de disposición expresa, se aplicarán supletoriamente las disposiciones del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí.

…

ARTÍCULO 228. Es improcedente el juicio ante el Tribunal contra actos:
…

XI. En los demás casos en que la improcedencia resulte de alguna disposición de este Código o de cualquiera otra de naturaleza fiscal o administrativa.
…

ARTÍCULO 239. Se podrá desechar la demanda:

I. Si se encuentra motivo manifiesto e indudable de improcedencia, y

…”
Los artículos 7 y 28, de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí, establecen las diversas hipótesis de competencia del propio Tribunal. El diverso 9, fracción III, de la ley en cita, señala que el Tribunal, se integrara por Salas Unitarias, cuando menos tres. Finalmente, debe destacarse que el numeral 35, fracción I, del ordenamiento legal en estudio, establece las atribuciones con que cuenta un Magistrado de Sala Unitaria, entre ellas, la consistente en desechar la demanda, si no se ajusta a la ley.
Por otra parte, el artículo 217, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en lo relevante para esta controversia, es categórico en señalar que los juicios que se promuevan ante este Tribunal, se substanciarán y resolverán de acuerdo a las disposiciones establecidas en ese Código; y que a falta de disposición expresa, se aplicarán supletoriamente las disposiciones del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí.
En ese orden de ideas, el ordinal 228, fracción I, transcrito, establece que es improcedente el juicio ante el Tribunal, entre otras hipótesis, en los demás casos en que la improcedencia resulte de alguna disposición del Código en estudio o de cualquiera otra de naturaleza fiscal o administrativa.
Finalmente el numeral 239, fracción I –ya trasunto-, establece que se podrá desechar la demanda si se encuentra motivo manifiesto e indudable de su improcedencia.

Ahora, la motivación plasmada por el suscrito Magistrado, para el desechamiento de la demanda intentada, fue que una vez estudiados los planteamientos esgrimidos por la hoy reclamante en el escrito de demanda y sus anexos, se advirtió que su pretensión consistía en que este Tribunal declarará la nulidad de la resolución dictada por la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí (CEGAIP) en fecha ****** ** ********* ** *** *** *********, en la cual, de conformidad a lo dispuesto por el artículo 190, fracción I, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, se le impuso una medida de apremio consistente en una AMONESTACION PRIVADA dentro del expediente CEGAIP-*************.

El suscrito Magistrado, precisó que conforme al artículo 34, fracción XXVIII, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, la autoridad que se señaló como demandada funciona de forma colegiada en reuniones de Pleno, las cuales serán públicas con excepción de aquellas que vulneren el derecho a la privacidad de las personas y que todas sus acciones, deliberaciones y resoluciones tienen el carácter de públicas; además, que el Pleno tiene en el ámbito de su competencia, entre otras, la siguiente atribución: imponer las medidas de apremio para asegurar el cumplimiento de sus determinaciones; dichas medidas se encuentran previstas en el precepto 190, de la referida Ley, las cuales puede imponer al servidor público encargado de cumplir con la resolución, o en su caso a los miembros de los sindicatos, partidos políticos y a la persona física o moral responsable, las siguientes medidas de apremio consisten en: I. Amonestación pública o privada, y II. Multa, de ciento cincuenta hasta mil quinientas veces la unidad de medida y actualización vigente. 

Este Juzgador, continuó manifestando que el artículo 196, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, establecía que, en contra de la imposición de multas derivadas de la ejecución de medidas de apremio, procede el juicio de nulidad ante el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, y que era independiente del procedimiento sancionador que en su caso se implemente al infractor; por tanto, de lo previsto en el referido numeral 196, se advertía que este Tribunal sólo tiene competencia para conocer de las multas que se impongan a las personas y entes, previstos en el referido numeral 190 la misma ley, sin que se indique del texto que se puedan conocer de la medida de apremio prevista en la fracción I, consistente en una amonestación privada, como ocurre en el asunto que se analiza. Posteriormente, este Juzgador transcribió los ordinales 34, fracción XXVIII, 190 y 196 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, para una mejor compresión.
Entonces, el Magistrado Titular de esta Segunda Sala Unitaria, estableció que la impugnación de la resolución precisada, a través del juicio contencioso administrativo, era improcedente ante este Tribunal de acuerdo a las disposiciones previstas en los citados ordenamiento legales, en razón de que, se colegía que este Órgano Jurisdiccional carecía de competencia para revisar los actos que emitió la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí (CEGAIP), en relación al acto que pretendía debatir la hoy reclamante, en la que se le impuso una AMONESTACION PRIVADA; concluyendo que por disposición del numeral 196, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, este Tribunal solo tenía competencia para conocer de las resoluciones que impongan multas derivadas de la ejecución de medidas de apremio.
En virtud de lo anterior, a consideración de este Juzgador, el auto reclamado se encuentra suficientemente fundado y motivado, en virtud de que una vez que se analizó el escrito inicial de demanda y sus anexos, se desprendió que resultaba improcedente dicha demanda, pues la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, únicamente señalaba como hipótesis de procedencia para este Tribunal, las multas, siendo el caso que lo que se le impuso a la reclamante fue una amonestación privada, por lo que se carecía de competencia; y por lo tanto, el suscrito Magistrado de Sala Unitaria, en uso de sus atribuciones, desechó ese medio de defensa intentado.
En efecto, con los fundamentos y motivos anteriormente relatados, se cumplió con los derechos fundamentales de legalidad y seguridad jurídica en el acuerdo desechatorio, pues se precisó de forma congruente todas aquellas circunstancias especiales, razones particulares o causas en forma pormenorizada, que se tuvieron en consideración, para llegar a la conclusión que debía desecharse la demanda intentada; y con ello, se cumplió el propósito de que el afectado conociera la esencia de los argumentos legales y de hecho en que se apoyó este Juzgador, quedando plenamente capacitado para rendir prueba en contrario de los hechos aducidos por esta Instrucción y alegar en contra de su argumentación jurídica; tan es así, que se encuentra promoviendo recurso de reclamación en contra del auto de veinte de noviembre de dos mil dieciocho, en los que se encuentra argumentando que no debía desecharse su demanda, ya que el acto que pretende impugnar, sí es competencia de este Tribunal.
Ahora si bien ya se señaló que el auto reclamado sí se encuentra suficientemente fundado y motivado, lo cierto es que la parte medular del agravio de la reclamante, consiste en que –contrario a lo que se resolvió en el acuerdo reclamado- este Tribunal, sí resulta competente para conocer de la controversia que se le planteó y que por lo tanto no resultaba procedente el que se le hubiera desechado su demanda, sino por el contrario se debió de admitir y resolver la Litis planteada.

Para resolver lo anterior, resulta necesario recordar que la competencia de la autoridad, es un derecho de legalidad y de seguridad jurídica derivada del primer párrafo, del artículo 16, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y, por tanto, es una cuestión de orden público, lo que aplicado al derecho procesal se traduce en la suma de facultades que la ley otorga al juzgador para ejercer su jurisdicción en determinado tipo de litigios, cuya inobservancia conduce a declarar inválido lo resuelto por el juzgador incompetente. En ese sentido, la incompetencia de un órgano jurisdiccional es la carencia de facultades para conocer, tramitar y resolver un juicio específico.

Aquí, cabe destacarse que la competencia es un presupuesto de validez del proceso. Sirven de sustento a lo anterior, los siguientes criterios:

"COMPETENCIA, NATURALEZA DE LA. La materia de competencia es de índole procesal y por tanto, es de orden público y debe recibir aplicación inmediata en los asuntos de trámite, sin que ello signifique retroactividad en perjuicio de la persona interesada." 
(Quinta Época. Instancia: Segunda Sala. Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tomo LXXXV, página 1982).

"COMPETENCIA JURISDICCIONAL. Es principio elemental en derecho procesal, que la jurisdicción la da la ley y no las partes, de suerte que, colocada en la categoría de presupuesto de procedimiento, adquiere la entidad de una institución de derecho público, y por ello tanto los códigos de procedimientos civiles del Distrito y Territorios Federales, como las leyes procesales de los Estados y aun la misma Ley Federal del Trabajo, consignan la prevención de que en cualquier estado del procedimiento, pueda declararse la incompetencia, para el efecto de que el litigio o el conflicto, se decidan por las autoridades a quienes correspondan." 
(Quinta Época. Instancia: Cuarta Sala. Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tomo LXX, página 3814).

Esta competencia en sentido estricto, es la que se divide en competencia objetiva, que se refiere al órgano jurisdiccional y la competencia subjetiva, que alude al titular o persona física encargada de desempeñar las funciones que competen al órgano respectivo. De entre los criterios para determinar la competencia objetiva (por territorio, por cuantía, etcétera), está la competencia por materia.

La competencia por materia: "Es el criterio que se instaura en virtud de la naturaleza jurídica del conflicto objeto del litigio (Carnelutti); o por razón de la naturaleza de la causa, o sea, de las cuestiones jurídicas que constituyen la materia litigiosa del proceso (E. Pallares, Liebman); o es la que se atribuye según las diversas ramas del derecho sustantivo (Becerra Bautista). Este criterio de distribución del quehacer judicial toma en consideración la creciente necesidad de conocimientos especializados, respecto de las normas sustantivas que tutelan los intereses jurídicos involucrados en el debate sujeto a juzgamiento; así encontramos órganos que conocen de materia civil, familiar, penal, constitucional, administrativa, laboral, agraria, fiscal, etcétera."
(7)
La Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha señalado en la tesis visible en la página 271 del Tomo LXXXVI de la Materia Común de la Quinta Época del Semanario Judicial de la Federación, en relación con la competencia por materia, lo siguiente:

"COMPETENCIA, APLICACIÓN DE LAS LEYES DE. Las normas que regulan la competencia por función o materia, se apoderan de las relaciones jurídicas procesales, en el estado en que se encuentran, rigiendo inmediatamente, por ser de orden público."

Ahora, es válido afirmar que la competencia por materia es improrrogable y al basarse en normas sustantivas, no puede dejarse su elección a las partes de un juicio, en virtud de que sería tanto como atribuir al órgano jurisdiccional una competencia que por ley no le fue conferida, pretender lo contrario, sería desconocer la distribución de competencias desarrollada por el Legislador, creando una prórroga de competencia no permitida y afectando el orden público establecido en la normatividad positiva nacional, situación que este Juzgador no puede soslayar.

Son aplicables a lo establecido, los siguientes criterios:

"COMPETENCIA, NATURALEZA DE LA. Siendo las cuestiones de competencia, de orden público, aun cuando no sean propuestas con todas las formalidades procesales, por las partes, sí pueden ser invocadas de oficio, por las autoridades respectivas, que en todo caso están obligadas a cumplir con la ley, y tratándose de competencia por razón de la materia, que es por lo mismo improrrogable, no puede alegarse sumisión expresa de las partes al Juez, que por disposición de la ley ha dejado de tenerla, ya que la conformidad de las partes no puede suplir una competencia que por la ley no se tiene."
(Quinta Época Instancia: Tercera Sala Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tomo LIII, página 2395).

"COMPETENCIA JURISDICCIONAL. Es un principio adoptado en todas las legislaciones de los Estados de la República, que ni por sumisión expresa ni por tácita, se puede prorrogar jurisdicción, sino al Juez que la tenga del mismo género que la que se prorroga; lo cual quiere decir que la voluntad de las partes no es bastante para conferir competencia a un Juez de lo penal para resolver un asunto civil o viceversa; principio que con mayor razón debe aplicarse cuando se trata de la competencia constitucional, porque ésta es de orden público." 
(Quinta Época. Instancia: Pleno. Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tomo XXII, página 248).
Establecido lo anterior, la competencia de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, se encuentra establecida en los artículos 7, 8 y 24, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, los cuales se reproducen a continuación:

“TÍTULO SEGUNDO

COMPETENCIA DEL TRIBUNAL

Capítulo Único

ARTÍCULO 7º. El Tribunal conocerá de los juicios que se promuevan contra las resoluciones definitivas, actos administrativos y procedimientos siguientes:

I. Las controversias de carácter administrativo y fiscal derivadas de actos o resoluciones definitivas, o que pongan fin a un procedimiento, que dicten, ordenen, ejecuten o traten de ejecutar en agravio de los particulares, las autoridades del Poder Ejecutivo Estatal, de los municipios del Estado, así como de los organismos públicos descentralizados estatales y municipales, cuando los mismos actúen como autoridades;

II. Los decretos y acuerdos estatales y municipales de carácter general, diversos a los reglamentos, cuando sean autoaplicativos o cuando el interesado los controvierta con motivo de su primer acto de aplicación;

III. Las dictadas por autoridades fiscales estatales y municipales, incluyendo a sus organismos descentralizados, en que se determine la existencia de una obligación fiscal, se fije en cantidad líquida o se den las bases para su liquidación;

IV. Las que nieguen la devolución de un ingreso de los regulados por el Código Fiscal del Estado, indebidamente percibido por el Estado o por el municipio, incluyendo a sus organismos descentralizados, o cuya devolución proceda de conformidad con las leyes fiscales estatales;

V. Las que impongan multas por infracción a las normas administrativas estatales;

VI. Las que causen un agravio en materia fiscal distinto al que se refieren las fracciones anteriores;

VII. Las resoluciones administrativas y fiscales favorables a los particulares que impugnen las autoridades, por considerar que lesionan a la administración pública o al interés público;

VIII. Las que se dicten en materia de pensiones civiles, sea con cargo al erario estatal o municipal o a la Dirección de Pensiones del Estado;

IX. Las que se originen por fallos en licitaciones públicas y la interpretación y cumplimiento de contratos públicos, de obra pública, adquisiciones, arrendamientos y servicios celebrados por las dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal y Municipal centralizada y paraestatal; así como, las que estén bajo responsabilidad de los entes públicos estatales y municipales cuando las disposiciones aplicables señalen expresamente la competencia del Tribunal;

X. Las que nieguen la indemnización por responsabilidad patrimonial del Estado, declaren improcedente su reclamación o cuando habiéndola otorgado no satisfaga al reclamante; así como las que en dicha materia se tramiten directamente ante el Tribunal. También, las que por vía de repetición, impongan la obligación a los servidores públicos de resarcir al Estado el pago correspondiente a la indemnización, en los términos de la ley de la materia;

XI. Las dictadas por las autoridades administrativas que pongan fin a un procedimiento administrativo, a una instancia o resuelvan un expediente, en los términos del Libro Segundo del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí;

XII. Las que resuelvan los recursos administrativos en contra de las resoluciones que se indican en las demás fracciones de este artículo;

XIII. Las que se configuren por negativa ficta en las materias señaladas en este artículo, por el transcurso del plazo que señalen el Código Fiscal del Estado, el Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, o las disposiciones aplicables o, en su defecto, en el plazo de tres meses, así como las que nieguen la expedición de la constancia de haberse configurado la resolución afirmativa ficta, cuando ésta se encuentre prevista por la ley que rija a dichas materias.

No será aplicable lo dispuesto en el párrafo anterior en todos aquellos casos en los que se pudiere afectar el derecho de un tercero, reconocido en un registro o anotación ante autoridad administrativa;

XIV. Las resoluciones definitivas por las que se impongan sanciones a los servidores públicos por faltas administrativas no graves en términos de la legislación aplicable, así como contra las que decidan los recursos administrativos previstos en dichos ordenamientos, incluyendo las resoluciones dictadas por los órganos constitucionales autónomos;

XV. Las resoluciones de la Contraloría del Consejo Estatal Electoral y de Participación Ciudadana que impongan sanciones administrativas no graves, en términos de la Ley Electoral del Estado;

XVI. Las sanciones y demás resoluciones emitidas por la Auditoría Superior del Estado, en términos de la Ley de Auditoría Superior del Estado de San Luis Potosí;

XVII. Las resoluciones definitivas que determinen la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio de, los agentes del Ministerio Público; peritos; custodios, y miembros de las instituciones policiales del Estado y municipios de San Luis Potosí, que dicten las autoridades correspondientes en aplicación de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado, y reglamentos de la materia, y

XVIII. Las señaladas en ésta y otras leyes como competencia del Tribunal.

Para los efectos del primer párrafo de este artículo, las resoluciones se considerarán definitivas cuando no admitan recurso administrativo o cuando la interposición de éste sea optativa.

El Tribunal conocerá también de los juicios que promuevan las autoridades para que sean anuladas las resoluciones administrativas favorables a un particular, cuando se consideren contrarias a la ley.

ARTÍCULO 8º. El Tribunal conocerá de las responsabilidades administrativas de los servidores públicos y particulares vinculados con faltas graves, promovidas por la Contraloría General del Estado y los órganos Internos de control de los entes públicos estatales y municipales, o por la Auditoría Superior del Estado, para la imposición de sanciones en términos de lo dispuesto por la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.

Así mismo, el Tribunal será competente para fincar a los responsables, en términos del párrafo anterior, el pago de las indemnizaciones y sanciones pecuniarias que deriven de los daños y perjuicios que afecten a la Hacienda Pública Estatal o al patrimonio de los entes públicos estatales.

Bajo ninguna circunstancia se entenderá que la atribución del Tribunal para imponer sanciones a particulares por actos u omisiones vinculadas con faltas administrativas graves se contrapone o menoscaba la facultad que cualquier ente público posea para imponer sanciones a particulares en los términos de la legislación aplicable.

Tratándose de servidores públicos de elección popular, y magistrados, el Tribunal tendrá competencia para conocer de las responsabilidades, únicamente como autoridad substanciadora, en los términos de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.

…

Sección Segunda

De la Competencia de las Salas

ARTÍCULO 28. Además de los juicios a que se refiere el Artículo 7 fracciones I a XII de este Ordenamiento, las Salas Unitarias conocerán de aquellos que se promuevan contra las resoluciones definitivas, actos administrativos y procedimientos que se indican a continuación:

I. Las resoluciones definitivas relacionadas con la interpretación y cumplimiento de contratos públicos, obra pública, adquisiciones, arrendamientos y servicios celebrados por las dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal y Municipal;

II. Las dictadas por autoridades administrativas en materia de licitaciones públicas;

III. Las que nieguen la indemnización por responsabilidad patrimonial del Estado o Municipios, declaren improcedente su reclamación, o cuando habiéndola otorgado no satisfaga al reclamante, y las que por repetición impongan la obligación a los servidores públicos de resarcir al Estado los pagos correspondientes a la indemnización, en los términos de la ley de la materia;

IV. Las dictadas por las autoridades administrativas que pongan fin a un procedimiento administrativo, a una instancia o resuelvan un expediente, respecto de los supuestos descritos en los incisos anteriores de este artículo;

V. Las dictadas en los juicios promovidos por los Secretarios de Estudio y Cuenta, Secretarios de Acuerdos, Actuarios y demás personal del Tribunal, en contra de sanciones derivadas de actos u omisiones que constituyan faltas administrativas no graves, impuestas por el Pleno o por el Órgano Interno de Control, en aplicación de la Ley de Responsabilidades Administrativas, y

VI. Las que resuelvan los recursos administrativos en contra de las resoluciones que se indican en las demás fracciones de este artículo.

…”

De los dispositivos legales transcritos, se desprende que este Tribunal, es competente para conocer:

· Las controversias de carácter administrativo y fiscal derivadas de actos o resoluciones definitivas, o que pongan fin a un procedimiento, que dicten, ordenen, ejecuten o traten de ejecutar en agravio de los particulares, las autoridades del Poder Ejecutivo Estatal, de los municipios del Estado, así como de los organismos públicos descentralizados estatales y municipales, cuando los mismos actúen como autoridades.
· Los decretos y acuerdos estatales y municipales de carácter general, diversos a los reglamentos, cuando sean autoaplicativos o cuando el interesado los controvierta con motivo de su primer acto de aplicación.
· Las dictadas por autoridades fiscales estatales y municipales, incluyendo a sus organismos descentralizados, en que se determine la existencia de una obligación fiscal, se fije en cantidad líquida o se den las bases para su liquidación.
· Las que nieguen la devolución de un ingreso de los regulados por el Código Fiscal del Estado, indebidamente percibido por el Estado o por el municipio, incluyendo a sus organismos descentralizados, o cuya devolución proceda de conformidad con las leyes fiscales estatales.
· Las que impongan multas por infracción a las normas administrativas estatales.
· Las que causen un agravio en materia fiscal distinto a los que se refieren los puntos anteriores.
· Las resoluciones administrativas y fiscales favorables a los particulares que impugnen las autoridades, por considerar que lesionan a la administración pública o al interés público.
· Las que se dicten en materia de pensiones civiles, sea con cargo al erario estatal o municipal o a la Dirección de Pensiones del Estado.
· Las que se originen por fallos en licitaciones públicas y la interpretación y cumplimiento de contratos públicos, de obra pública, adquisiciones, arrendamientos y servicios celebrados por las dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal y Municipal centralizada y paraestatal; así como, las que estén bajo responsabilidad de los entes públicos estatales y municipales cuando las disposiciones aplicables señalen expresamente la competencia del Tribunal.
· Las que nieguen la indemnización por responsabilidad patrimonial del Estado, declaren improcedente su reclamación o cuando habiéndola otorgado no satisfaga al reclamante; así como las que en dicha materia se tramiten directamente ante el Tribunal. También, las que por vía de repetición, impongan la obligación a los servidores públicos de resarcir al Estado el pago correspondiente a la indemnización, en los términos de la ley de la materia;

· Las dictadas por las autoridades administrativas que pongan fin a un procedimiento administrativo, a una instancia o resuelvan un expediente, en los términos del Libro Segundo del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí;

· Las que resuelvan los recursos administrativos en contra de las resoluciones que se indican en las fracciones del artículo 7, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, en estudio.
· Las que se configuren por negativa ficta en las materias señaladas en el artículo 7, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, en estudio, por el transcurso del plazo que señalen el Código Fiscal del Estado, el Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, o las disposiciones aplicables o, en su defecto, en el plazo de tres meses, así como las que nieguen la expedición de la constancia de haberse configurado la resolución afirmativa ficta, cuando ésta se encuentre prevista por la ley que rija a dichas materias.

· Las resoluciones definitivas por las que se impongan sanciones a los servidores públicos por faltas administrativas no graves en términos de la legislación aplicable, así como contra las que decidan los recursos administrativos previstos en dichos ordenamientos, incluyendo las resoluciones dictadas por los órganos constitucionales autónomos.
· Las resoluciones de la Contraloría del Consejo Estatal Electoral y de Participación Ciudadana que impongan sanciones administrativas no graves, en términos de la Ley Electoral del Estado.
· Las sanciones y demás resoluciones emitidas por la Auditoría Superior del Estado, en términos de la Ley de Auditoría Superior del Estado de San Luis Potosí.
· Las resoluciones definitivas que determinen la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio de, los agentes del Ministerio Público; peritos; custodios, y miembros de las instituciones policiales del Estado y municipios de San Luis Potosí, que dicten las autoridades correspondientes en aplicación de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado, y reglamentos de la materia.
· Las señaladas en la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y otras leyes como competencia del Tribunal.
· De las responsabilidades administrativas de los servidores públicos y particulares vinculados con faltas graves, promovidas por la Contraloría General del Estado y los órganos Internos de control de los entes públicos estatales y municipales, o por la Auditoría Superior del Estado, para la imposición de sanciones en términos de lo dispuesto por la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.
· Las resoluciones definitivas relacionadas con la interpretación y cumplimiento de contratos públicos, obra pública, adquisiciones, arrendamientos y servicios celebrados por las dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal y Municipal.
· Las dictadas por autoridades administrativas en materia de licitaciones públicas.
· Las que nieguen la indemnización por responsabilidad patrimonial del Estado o Municipios, declaren improcedente su reclamación, o cuando habiéndola otorgado no satisfaga al reclamante, y las que por repetición impongan la obligación a los servidores públicos de resarcir al Estado los pagos correspondientes a la indemnización, en los términos de la ley de la materia.
· Las dictadas por las autoridades administrativas que pongan fin a un procedimiento administrativo, a una instancia o resuelvan un expediente, respecto de los supuestos descritos en los tres puntos anteriores, que corresponden a las fracciones I, II y III, del artículo 28, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí.
· Las dictadas en los juicios promovidos por los Secretarios de Estudio y Cuenta, Secretarios de Acuerdos, Actuarios y demás personal del Tribunal, en contra de sanciones derivadas de actos u omisiones que constituyan faltas administrativas no graves, impuestas por el Pleno o por el Órgano Interno de Control, en aplicación de la Ley de Responsabilidades Administrativas,
· Las que resuelvan los recursos administrativos en contra de las resoluciones que se indican en los últimos cinco puntos.
Toda vez que las resoluciones de la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí (CEGAIP) –como organismo autónomo-, no se encuentran establecidas en las hipótesis anteriormente establecidas
, este Juzgador, de conformidad con lo establecido en la fracción XVIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, debe analizar –tal y como se llevó a cabo en el auto reclamado- si en otras leyes se establece los actos de la CEGAIP como competencia de este Tribunal.
Por lo tanto, resulta necesario allegarnos del contenido de los artículos 34, fracción XXVIII, 190 y 196, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, -como se hizo en el auto reclamado-, mismos que disponen lo siguiente:
“ARTÍCULO 34. La CEGAIP funcionará de forma colegiada en reuniones de Pleno, mismas que serán públicas con excepción de aquellas que vulneren el derecho a la privacidad de las personas, y se desarrollarán en los términos que señale su reglamento interior. Todas sus acciones, deliberaciones y resoluciones tendrán el carácter de públicas. El Pleno tendrá en el ámbito de su competencia, las siguientes atribuciones: (…)

XXVIII. Imponer las medidas de apremio para asegurar el cumplimiento de sus determinaciones; 

ARTÍCULO 190. La CEGAIP, en el ámbito de su competencia, podrá imponer al servidor público encargado de cumplir con la resolución, o a los miembros de los sindicatos, partidos políticos o a la persona física o moral responsable, las siguientes medidas de apremio para asegurar el cumplimiento de sus determinaciones: 

I. Amonestación pública o privada, y 

II. Multa, de ciento cincuenta hasta mil quinientas veces la unidad de medida y actualización vigente. 

ARTÍCULO 196. En contra de la imposición de multas derivadas de la ejecución de medidas de apremio, procede el juicio de nulidad ante el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, y es independiente del procedimiento sancionador que en su caso se implemente al infractor.

[Énfasis añadido]

Así, conforme al artículo 34, fracción XXVIII, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, la CEGAIP funcionará de forma colegiada en reuniones de Pleno, que serán públicas con excepción de aquellas que vulneren el derecho a la privacidad de las personas y que todas sus acciones, deliberaciones y resoluciones tendrán el carácter de públicas; además, que el Pleno tendrá en el ámbito de su competencia, tendrá entre otras, la siguiente atribución: imponer las medidas de apremio para asegurar el cumplimiento de sus determinaciones.

Dichas medidas se encuentran previstas en el precepto 190, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, las cuales podrá imponer al servidor público encargado de cumplir con la resolución, o en su caso a los miembros de los sindicatos, partidos políticos y a la persona física o moral responsable, las siguientes medidas de apremio consisten en: 
· Amonestación pública o privada.
· Multa, de ciento cincuenta hasta mil quinientas veces la unidad de medida y actualización vigente. 

Ahora, el artículo 196, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, establece que en contra de la imposición de multas derivadas de la ejecución de medidas de apremio, procede el juicio de nulidad ante el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, y es independiente del procedimiento sancionador que en su caso se implemente al infractor.

Es decir, este Tribunal únicamente tiene competencia para conocer de las multas que se impongan a las personas y entes, previstos en el referido numeral 190 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, sin que se indique del texto que se puedan conocer de la medida de apremio prevista en la fracción I, consistente en una amonestación privada, como ocurre en el asunto que se analiza.
Cabe destacarse, que a consideración de este Juzgador, el artículo 196, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, sí es categórico en establecer que la competencia de este Tribunal, es únicamente en contra de la imposición de multas derivadas de la ejecución de medidas de apremio, ya que es el único supuesto que estableció el Legislador; lo que de ninguna manera puede interpretarse que fue de manera enunciativa, ya que no debe perderse de vista que las medidas de apremio únicamente son dos tipos, a saber: amonestación (privada o pública), o bien multas.

En efecto, si hubiera sido la intención del legislador que el juicio contencioso administrativo resultará procedente contra ambos tipos medidas de apremio, no hubiera precisado que era contra “la imposición de multas derivadas de la ejecución de medidas de apremio”, por el contrario hubiera asentado que era procedente contra las medidas de apremio, para que se entendiera que era procedente el juicio contra la totalidad de ellas, es decir, los dos tipos ya precisados.
Entonces, de acuerdo a las consideraciones ya expuestas los párrafos que anteceden el suscrito Magistrado, corrobora –tal y como le fue señalado en el proveído reclamado- que es improcedente la impugnación del acto consistente en la amonestación privada, que intento a través de este juicio contencioso administrativo, al resultar improcedente ante este Tribunal.

Por consiguiente, de acuerdo a las disposiciones previstas en los ordenamiento legales anteriormente trasuntos, se colige que este Tribunal carece de competencia para revisar los actos que emitió la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí (CEGAIP), en relación a la resolución que impugna la hoy reclamante; en la que conforme a lo dispuesto por el artículo 190, fracción I, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, dentro del expediente *************, se le impuso una AMONESTACION PRIVADA. 

Ahora bien, este Juzgador precisa que no es motivo de controversia, el que la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí (CEGAIP), sea un organismo autónomo; pues lo cierto es que el artículo 27, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, le otorga dicho carácter, ya que establece textualmente:
“ARTÍCULO 27. La CEGAIP es un organismo autónomo, especializado, imparcial y colegiado, responsable de garantizar el derecho de acceso a la información y de protección de datos personales en posesión de los sujetos obligados, conforme a los principios y bases establecidos por el artículo 6o de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; la fracción III del artículo 17 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; así como por lo previsto en la Ley General, esta Ley y demás disposiciones aplicables.

En esta Ley se determina lo relativo a la estructura y funciones de la CEGAIP, así como la integración, duración del cargo, requisitos, procedimiento de selección, régimen de incompatibilidades, excusas, renuncias, licencias y suplencias de los integrantes de la misma, de conformidad con lo señalado en el Capítulo II del Título II de la Ley General.

La sustitución de los comisionados se realizará de manera escalonada para garantizar el principio de autonomía, de acuerdo a lo mandatado por el artículo 38 de la Ley General.”

Sin embargo, no por el hecho de que la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí (CEGAIP), significa que resulta procedente el juicio contencioso administrativo, pues para ello, debe actualizarse alguna de las hipótesis previstas en los artículos 7, 8 y 24, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, lo que no sucede en la especie.
Sin que sea óbice, que la reclamante pretenda señalar, que la procedencia del juicio que intentó, se encuentra establecida en el artículo 7, fracción XIV, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, que por su importancia, se vuelve a reproducir a continuación:

“ARTÍCULO 7º. El Tribunal conocerá de los juicios que se promuevan contra las resoluciones definitivas, actos administrativos y procedimientos siguientes:

…

XIV. Las resoluciones definitivas por las que se impongan sanciones a los servidores públicos por faltas administrativas no graves en términos de la legislación aplicable, así como contra las que decidan los recursos administrativos previstos en dichos ordenamientos, incluyendo las resoluciones dictadas por los órganos constitucionales autónomos;
…”

Del dispositivo legal trasunto, se desprende que este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, conocerá de los juicios que se promuevan contra las resoluciones definitivas, entre otras hipótesis, por las que se impongan sanciones a los servidores públicos por faltas administrativas no graves en términos de la legislación aplicable, así como contra las que decidan los recursos administrativos previstos en dichos ordenamientos, incluyendo –en ese universo de sanciones por faltas administrativas no graves- las resoluciones dictadas por los órganos constitucionales autónomos.
En efecto, si bien es cierto que en la hipótesis de competencia, establecida en la fracción XIV, del artículo 7, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, se encuentra señalado que se conocerán de aquellos juicios en contra de resoluciones definitivas emitidas “incluso por los organismos constitucionales autónomos” –como pudiera ser la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí (CEGAIP)-, esto no quiere decir que sea respecto de todas sus resoluciones que emita, pues no debe soslayarse –como pretende la impetrante- que en dicha fracción, el Legislador le otorgó la competencia a este Tribunal, para pronunciarse sobre las sanciones a los servidores públicos por faltas administrativas no graves en términos de la legislación aplicable, así como contra las que decidan los recursos administrativos previstos en dichos ordenamientos.
Es decir, la competencia de este Tribunal, establecida en el artículo 7, fracción XIV, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, es sobre las sanciones impuestas a los servidores públicos por faltas administrativas no graves, establecidas en la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí; siendo el caso que la medida de apremio –que pretendió controvertir la hoy reclamante- fue impuesta de conformidad con el artículo 190, fracción I, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado; por lo que no se actualizaría la hipótesis de procedencia del juicio contencioso administrativo establecida en la primera fracción referida.
Para reforzar lo anterior, resulta necesario allegarnos del contenido de los artículos 1, 2, fracción I, 3, fracciones IV, XVII y XIX, 9, 48, ,49, 74, 104, 105, 106, 107, 108, 109, 110, 112, 210, 211, 212 y 213 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí, mismos que disponen lo siguiente:
“ARTÍCULO 1°. La presente Ley es de orden público y de observancia general en el Estado; tiene por objeto reglamentar el Título Décimo Segundo de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí
, para establecer las responsabilidades administrativas de los servidores públicos, sus obligaciones, las sanciones. aplicables por los actos u omisiones en que estos incurran y las que correspondan a los particulares vinculados con faltas administrativas graves y no graves, así como las autoridades competentes para su aplicación.

ARTÍCULO 2°. Son objeto de la presente Ley:

...

I. Establecer las faltas administrativas graves y no graves de los servidores públicos, las sanciones aplicables a los mismos, así como los procedimientos para su aplicación y las facultades de las autoridades competentes para tal efecto;

…

ARTÍCULO 3°. Para efectos de esta Ley se entenderá por:

…

IV. Autoridad resolutora: tratándose de faltas administrativas no graves será:

a) La unidad de responsabilidades administrativas; el servidor público asignado en las contralorías o, los órganos internos de control.

b) El superior jerárquico, en el caso de los contralores.

c) El Pleno del Congreso del Estado en el caso de los diputados; el Auditor Superior; y el Fiscal General del Estado.

d) Los respectivos plenos de los tribunales; organismos constitucionales autónomos; y cabildos; según lo establece la presente Ley, en el caso de magistrados; miembros de los ayuntamientos; e integrantes de los organismos constitucionales autónomos.

e) El Consejo de la Judicatura en el caso del personal del Poder Judicial del Estado, con excepción de los magistrados.

Para las faltas administrativas graves, así como para las faltas de particulares, lo será el Tribunal. Para las faltas administrativas graves de los servidores públicos de elección popular, y los magistrados, lo será el Congreso del Estado.

En el caso del Poder Judicial, serán competentes para imponer las sanciones que correspondan, el Pleno del Supremo Tribunal de Justicia, y el Consejo de la Judicatura, conforme al régimen establecido en el artículo 90 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, y su reglamentación;

…

XVII. Faltas administrativas: las faltas administrativas graves, y las faltas administrativas no graves, conforme a lo dispuesto en esta Ley;

…

XIX. Falta administrativa no grave: las faltas administrativas de los servidores públicos en los términos de la presente Ley, cuya sanción corresponde a los órganos a los que se refiere la fracción IV del artículo 3° de este Ordenamiento;

…

ARTÍCULO 9°. Las contralorías y los órganos, en el ámbito de su competencia, se encargarán de la investigación, substanciación y calificación de las faltas administrativas.

Tratándose de actos u omisiones que hayan sido calificados como faltas administrativas no graves, las contralorías y los órganos internos de control serán competentes para iniciar, substanciar y resolver los procedimientos de responsabilidad administrativa en los términos previstos en esta Ley; con excepción sólo en cuanto a la resolución y aplicación de sanciones, de los diputados, magistrados, auditor superior, fiscal general, contralores, miembros de los ayuntamientos, y organismos constitucionales autónomos, en cuyo caso se estará a lo dispuesto en el artículo 3° fracción IV de este Ordenamiento.

En el supuesto de que las autoridades investigadoras determinen en su calificación la existencia de faltas administrativas graves, así como la presunta responsabilidad del infractor, deberán elaborar el Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa, y presentarlo a la autoridad substanciadora para que proceda en los términos previstos en esta Ley.

…

ARTÍCULO 48. Incurrirá en falta administrativa no grave el servidor público cuyos actos u omisiones incumplan o transgredan lo contenido en las obligaciones siguientes:

I. Cumplir con las funciones, atribuciones y comisiones encomendadas, observando en su desempeño disciplina y respeto, tanto a los demás Servidores Públicos como a los particulares con los que llegare a tratar, en los términos que se establezcan en el código de ética a que se refiere el artículo 16 de esta Ley;

II. Denunciar, en términos del artículo 95 de esta Ley, los actos u omisiones que en ejercicio de sus funciones llegare a advertir, que puedan constituir faltas administrativas;

III. Atender las instrucciones de sus superiores, siempre que éstas sean acordes con las disposiciones relacionadas con el servicio público.

En caso de recibir instrucción o encomienda contraria a dichas disposiciones, deberá denunciar esta circunstancia, en términos del artículo 95 de esta ley;

IV. Presentar en tiempo y forma las declaraciones de situación patrimonial y de intereses, en los términos establecidos por esta Ley;

V. Registrar, integrar, custodiar y cuidar la documentación e información que por razón de su empleo, cargo o comisión, tenga bajo su responsabilidad, e impedir o evitar su uso, divulgación, sustracción, destrucción, ocultamiento o inutilización indebidos;

VI. Supervisar que los servidores públicos sujetos a su dirección, cumplan con las disposiciones de este artículo;

VII. Rendir cuentas sobre el ejercicio de las funciones, en términos de las normas aplicables;

VIII. Colaborar en los procedimientos judiciales y administrativos en los que sea parte, y

IX. Cerciorarse, antes de la celebración de contratos de adquisiciones, arrendamientos o para la enajenación de todo tipo de bienes, prestación de servicios de cualquier naturaleza o la contratación de obra pública o servicios relacionados con ésta, que el particular manifieste bajo protesta de decir verdad que no desempeña empleo, cargo o comisión en el servicio público o, en su caso, que a pesar de desempeñarlo, con la formalización del contrato correspondiente no se actualiza un conflicto de interés. Las manifestaciones respectivas deberán constar por escrito y hacerse del conocimiento del órgano interno de control, previo a la celebración del acto en cuestión. En caso de que el contratista sea persona moral, dichas manifestaciones deberán presentarse respecto a los socios o accionistas que ejerzan control sobre la sociedad.

Para efectos de esta Ley se entiende que un socio o accionista ejerce control sobre una sociedad cuando sean administradores o formen parte del consejo de administración, o bien conjunta o separadamente, directa o indirectamente, mantengan la titularidad de derechos que permitan ejercer el voto respecto de más del cincuenta por ciento del capital, tengan poder decisorio en sus asambleas, estén en posibilidades de nombrar a la mayoría de los miembros de su órgano de administración o por cualquier otro medio tengan facultades de tomar las decisiones fundamentales de dichas personas morales.

ARTÍCULO 49. También se considerará falta administrativa no grave, los daños y perjuicios que, de manera culposa o negligente y sin incurrir en alguna de las faltas administrativas graves señaladas en el capítulo siguiente, cause un servidor público a la hacienda pública o al patrimonio de un ente público.

Los entes públicos o los particulares que, en términos de este artículo, hayan recibido recursos públicos sin tener derecho a los mismos, deberán reintegrar los mismos a la hacienda pública o al patrimonio del ente público afectado en un plazo no mayor a noventa días, contados a partir de la notificación correspondiente de la Auditoría Superior del Estado o de la autoridad resolutora.

En caso de que no se realice el reintegro de los recursos señalados en el párrafo anterior, estos serán considerados créditos fiscales, por lo que la Secretaria de Finanzas y sus homólogos de los municipios del Estado, deberán ejecutar el cobro de los mismos en términos de las disposiciones jurídicas aplicables.

La autoridad resolutora podrá abstenerse de imponer la sanción que corresponda conforme al artículo 74 de esta Ley, cuando el daño o perjuicio a la hacienda pública estatal, o al patrimonio de los entes públicos no exceda de dos mil veces el valor diario de la unidad de medida y actualización y el daño haya sido resarcido o recuperado.

…

TÍTULO CUARTO

SANCIONES

Capítulo I

Sanciones por Faltas Administrativas no Graves

ARTÍCULO 74. En los casos de responsabilidades administrativas por faltas de las catalogadas como no graves, las contralorías o los órganos internos de control impondrán las sanciones administrativas siguientes:

I. Amonestación privada o pública;

II. Suspensión del empleo, cargo o comisión;

III. Destitución del empleo, cargo o comisión, y

IV. Inhabilitación temporal para desempeñar empleos, cargos o comisiones en el servicio público y para participar en adquisiciones, arrendamientos, servicios u obras públicas.

Las contralorías y los órganos internos de control podrán imponer una o más de las sanciones administrativas señaladas en este artículo, siempre y cuando sean compatibles entre ellas y de acuerdo a la trascendencia de la falta administrativa no grave.

La suspensión del empleo, cargo o comisión que se imponga por las contralorías o los órganos internos de control, podrá ser de uno a treinta días naturales y serán ejecutadas por el titular o servidor público competente del ente público correspondiente.

En caso de que las contralorías o los órganos internos de control impongan como sanción la inhabilitación temporal, ésta no será menor de tres meses ni podrá exceder de un año y serán ejecutadas en los términos de la resolución dictada.

…

Calificación de Faltas Administrativas

ARTÍCULO 102. Concluidas las diligencias de investigación, las autoridades investigadoras procederán al análisis de los hechos, así como de la información recabada, a efecto de determinar la existencia o inexistencia de actos u omisiones que la ley señale como falta administrativa y, en su caso, calificarla como grave o no grave.

Una vez calificada la conducta en los términos del párrafo anterior, se incluirá la misma en el Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa y este se presentará ante la autoridad substanciadora a efecto de iniciar el procedimiento de responsabilidad administrativa.

Si no se encontraren elementos suficientes para demostrar la existencia de la infracción y la presunta responsabilidad del infractor, se emitirá un acuerdo de conclusión y archivo del expediente, sin perjuicio de que pueda abrirse nuevamente la investigación si se presentan nuevos indicios o pruebas y no hubiere prescrito la facultad para sancionar. Dicha determinación, en su caso, se notificará a los servidores públicos y particulares sujetos a la investigación, así como a los denunciantes cuando éstos fueren identificables, dentro los diez días hábiles siguientes a su emisión.

ARTÍCULO 103. Las autoridades substanciadoras, o en su caso, las resolutoras se abstendrán de iniciar el procedimiento de responsabilidad administrativa o de imponer sanciones administrativas, cuando de las investigaciones practicadas o derivado de la valoración de las pruebas aportadas en el procedimiento referido, adviertan que no existe daño ni perjuicio a la hacienda o al patrimonio de los entes públicos y que la actuación del servidor público esté referida a una cuestión de criterio o arbitrio opinable o debatible, en la que válidamente puedan sustentarse diversas soluciones, siempre que la conducta o abstención no constituya una desviación a la legalidad y obren constancias de los elementos que tomó en cuenta el servidor público en la decisión que adoptó.

La autoridad investigadora o el denunciante, podrán impugnar la abstención, en los términos de lo dispuesto por la presente Ley.

…

Capítulo IV

Impugnación de la Calificación de Faltas no Graves

ARTÍCULO 104. La calificación de los hechos como faltas administrativas no graves que realicen las autoridades investigadoras, será notificada al denunciante, cuando este fuere identificable. Además de establecer la calificación que se le haya dado a la presunta falta, la notificación también contendrá de manera expresa la forma en que el notificado podrá acceder al expediente de presunta responsabilidad administrativa. La calificación y la abstención a que se refieren los artículos, 102 y 103 de este Ordenamiento, podrán ser impugnadas, en su caso, por el denunciante, mediante el recurso de inconformidad conforme al presente capítulo. La presentación del recurso tendrá como efecto que no se inicie el procedimiento de responsabilidad administrativa hasta en tanto este sea resuelto.

ARTÍCULO 105. El plazo para la presentación del recurso será de cinco días hábiles, contados a partir de la notificación de la resolución impugnada.

ARTÍCULO 106. El escrito de impugnación deberá presentarse ante la autoridad investigadora que hubiere hecho la calificación de la falta administrativa como no grave, debiendo expresar los motivos por los que se estime indebida dicha calificación.

Interpuesto el recurso, la autoridad investigadora deberá correr traslado, adjuntando el expediente integrado y un informe en el que justifique la calificación impugnada, a la Sala Especializada en materia de Responsabilidades Administrativas que corresponda.

ARTÍCULO 107. En caso de que el escrito por el que se interponga el recurso de inconformidad fuera obscuro o irregular, la Sala Especializada en materia de Responsabilidades Administrativas requerirá al promovente para que subsane las deficiencias o realice las aclaraciones que corresponda, para lo cual le concederán un término de cinco días hábiles. De no subsanar las deficiencias o aclaraciones en el plazo antes señalado el recurso se tendrá por no presentado.

ARTÍCULO 108. En caso de que la Sala Especializada en materia de responsabilidades administrativas tenga por subsanadas las deficiencias o por aclarado el escrito por el que se interponga el recurso de inconformidad; o bien, cuando el escrito cumpla con los requisitos señalados en el artículo 111 de esta Ley, admitirán dicho recurso y darán vista al presunto infractor para que en el término de cinco días hábiles manifieste lo que a su derecho convenga.

ARTÍCULO 109. Una vez subsanadas las deficiencias o aclaraciones o si no existieren, la Sala Especializada en materia de Responsabilidades Administrativas resolverá el recurso de inconformidad en un plazo no mayor a treinta días hábiles.

ARTÍCULO 110. El recurso será resuelto tomando en consideración la investigación que conste en el expediente de presunta responsabilidad administrativa y los elementos que aporten el denunciante o el presunto infractor. Contra la resolución que se dicte no procederá recurso alguno.

…

ARTÍCULO 112. La resolución del recurso consistirá en:

I. Confirmar la calificación o abstención, o

II. Dejar sin efectos la calificación o abstención, para lo cual la autoridad encargada para resolver el recurso, estará facultada para recalificar el acto u omisión; o bien ordenar se inicie el procedimiento correspondiente.

…

Capítulo V

De los Recursos

Sección Primera

De la Revocación

ARTÍCULO 210. Los servidores públicos que resulten responsables por la comisión de faltas administrativas no graves en los términos de las resoluciones administrativas que se dicten conforme a lo dispuesto en esta ley por las contralorías o los órganos internos de control, podrán interponer el recurso de revocación ante la autoridad que emitió la resolución dentro de los quince días hábiles siguientes a la fecha en que surta efectos la notificación respectiva.

ARTÍCULO 211. La resolución que se dicte en el recurso de revocación será impugnable vía el juicio contencioso administrativo ante el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa.

ARTÍCULO 212. La tramitación del recurso de revocación se sujetará a las normas siguientes:

I. Se iniciará mediante escrito en el que deberán expresarse los agravios que a juicio del Servidor Público le cause la resolución, así como el ofrecimiento de las pruebas que considere necesario rendir;

II. La autoridad acordará sobre la prevención, admisión o desechamiento del recurso en un término de tres días hábiles; en caso de admitirse, tendrá que acordar sobre las pruebas ofrecidas, desechando de plano las que no fuesen idóneas para desvirtuar los hechos en que se base la resolución;

III. Si el escrito de interposición del recurso de revocación no cumple con alguno de los requisitos establecidos en la fracción I de este artículo y la autoridad no cuenta con elementos para subsanarlos se prevendrá al recurrente, por una sola ocasión, con el objeto de que subsane las omisiones dentro de un plazo que no podrá exceder de tres días contados a partir del día siguiente de la notificación de la prevención, con el apercibimiento de que, de no cumplir, se desechará el recurso de revocación;

IV. La prevención tendrá el efecto de interrumpir el plazo que tiene la autoridad para resolver el recurso, por lo que comenzará a computarse a partir del día siguiente a su desahogo, y

V. Desahogadas las pruebas, si las hubiere, las Contralorías, el titular del Órgano Interno de Control o el servidor público en quien delegue esta facultad, dictará resolución dentro de los treinta días hábiles siguientes, notificándolo al interesado en un plazo no mayor de setenta y dos horas.

ARTÍCULO 213. La interposición del recurso de revocación suspenderá la ejecución de la resolución recurrida, si concurren los siguientes requisitos:

I. Que la solicite el recurrente, y

II. Que no se siga perjuicio al interés social ni se contravengan disposiciones de orden público.

En los casos en que sea procedente la suspensión pero pueda ocasionar daño o perjuicio a tercero y la misma se conceda, el quejoso deberá otorgar garantía bastante para reparar el daño e indemnizar los perjuicios que con aquélla se causaren si no obtuviere resolución favorable.

Cuando con la suspensión puedan afectarse derechos del tercero interesado que no sean estimables en dinero, la autoridad que resuelva el recurso fijará discrecionalmente el importe de la garantía.

La autoridad deberá de acordar en un plazo no mayor de veinticuatro horas respecto a la suspensión que solicite el recurrente.
…”

De los artículos trasuntos, se desprende que la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí, es de orden público y de observancia general en el Estado; tiene por objeto reglamentar el Título Décimo Segundo de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, para establecer las responsabilidades administrativas de los servidores públicos, sus obligaciones, las sanciones. aplicables por los actos u omisiones en que estos incurran y las que correspondan a los particulares vinculados con faltas administrativas graves y no graves, así como las autoridades competentes para su aplicación. Asimismo, el objeto de la ley en estudio, es establecer las faltas administrativas graves y no graves de los servidores públicos, las sanciones aplicables a los mismos, así como los procedimientos para su aplicación y las facultades de las autoridades competentes para tal efecto
Dicha ley, define que las faltas administrativas, pueden ser graves o no graves. En el caso de las no graves, su sanción corresponde a:
a) La unidad de responsabilidades administrativas; el servidor público asignado en las contralorías o, los órganos internos de control.

b) El superior jerárquico, en el caso de los contralores.

c) El Pleno del Congreso del Estado en el caso de los diputados; el Auditor Superior; y el Fiscal General del Estado.

d) Los respectivos plenos de los tribunales; organismos constitucionales autónomos; y cabildos; según lo establece la presente Ley, en el caso de magistrados; miembros de los ayuntamientos; e integrantes de los organismos constitucionales autónomos.

e) El Consejo de la Judicatura en el caso del personal del Poder Judicial del Estado, con excepción de los magistrados.
La ley en estudio establece que las contralorías y los órganos, en el ámbito de su competencia, se encargarán de la investigación, substanciación y calificación de las faltas administrativas; y que tratándose de actos u omisiones que hayan sido calificados como faltas administrativas no graves, las contralorías y los órganos internos de control serán competentes para iniciar, substanciar y resolver los procedimientos de responsabilidad administrativa en los términos previstos en la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí.

Esa ley, es categórica en señalar que se incurrirá en falta administrativa no grave el servidor público cuyos actos u omisiones incumplan o transgredan lo contenido en las obligaciones siguientes:

· Cumplir con las funciones, atribuciones y comisiones encomendadas, observando en su desempeño disciplina y respeto, tanto a los demás Servidores Públicos como a los particulares con los que llegare a tratar, en los términos que se establezcan en el código de ética a que se refiere el artículo 16 de la ley en estudio.
· Denunciar, en términos del artículo 95, de la ley que se analiza, los actos u omisiones que en ejercicio de sus funciones llegare a advertir, que puedan constituir faltas administrativas;

· Atender las instrucciones de sus superiores, siempre que éstas sean acordes con las disposiciones relacionadas con el servicio público. 
· Presentar en tiempo y forma las declaraciones de situación patrimonial y de intereses, en los términos establecidos por la Ley que se analiza.
· Registrar, integrar, custodiar y cuidar la documentación e información que por razón de su empleo, cargo o comisión, tenga bajo su responsabilidad, e impedir o evitar su uso, divulgación, sustracción, destrucción, ocultamiento o inutilización indebidos.
· Supervisar que los servidores públicos sujetos a su dirección.
· Rendir cuentas sobre el ejercicio de las funciones, en términos de las normas aplicables.
· Colaborar en los procedimientos judiciales y administrativos en los que sea parte.
· Cerciorarse, antes de la celebración de contratos de adquisiciones, arrendamientos o para la enajenación de todo tipo de bienes, prestación de servicios de cualquier naturaleza o la contratación de obra pública o servicios relacionados con ésta, que el particular manifieste bajo protesta de decir verdad que no desempeña empleo, cargo o comisión en el servicio público o, en su caso, que a pesar de desempeñarlo, con la formalización del contrato correspondiente no se actualiza un conflicto de interés. Las manifestaciones respectivas deberán constar por escrito y hacerse del conocimiento del órgano interno de control, previo a la celebración del acto en cuestión. En caso de que el contratista sea persona moral, dichas manifestaciones deberán presentarse respecto a los socios o accionistas que ejerzan control sobre la sociedad.
· Los daños y perjuicios que, de manera culposa o negligente y sin incurrir en alguna de las faltas administrativas graves señaladas en el capítulo siguiente, cause un servidor público a la hacienda pública o al patrimonio de un ente público.
El artículo 74, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí establece que en los casos de responsabilidades administrativas por faltas de las catalogadas como no graves, las contralorías o los órganos internos de control impondrán las sanciones administrativas siguientes:

· Amonestación privada o pública.
· Suspensión del empleo, cargo o comisión.
· Destitución del empleo, cargo o comisión.
· Inhabilitación temporal para desempeñar empleos, cargos o comisiones en el servicio público y para participar en adquisiciones, arrendamientos, servicios u obras públicas.
Aquí cabe destacarse, que las contralorías y los órganos internos de control podrán imponer una o más de las sanciones administrativas señaladas en este artículo, siempre y cuando sean compatibles entre ellas y de acuerdo a la trascendencia de la falta administrativa no grave.
Finalmente, la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, también establece que dos recursos para impugnar las resoluciones de las autoridades substanciadoras o resolutoras, a saber, el de inconformidad y el de revocación, estableciéndose en esa ley, contra que proceden, requisitos y manera de resolverse. 
En conclusión, las resoluciones definitivas por las que se impongan sanciones a los servidores públicos por faltas administrativas no graves –a que hace referencia la hipótesis de competencia de este Tribunal- son aquellas que son emitidas por las contralorías u órganos internos de control, que siguiendo un debido procedimiento, tienen como sustento jurídico la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, 
Ahora, la competencia del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí en materia de Responsabilidades Administrativas no graves, se da como un Tribunal de anulación, al conocer de las impugnaciones que se promuevan en contra de las resoluciones definitivas que impongan sanciones por Faltas Administrativas No Graves de los Servidores Públicos, acorde a lo que disponen los artículos 7° fracciones XIV y XV, y 30 fracción II incisos c) y d) de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí.

Ésta Competencia como Tribunal de anulación, resulta correspondiente a la que confería el artículo 3°, fracción II, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí
 –hoy abrogada-, al anterior Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de San Luis Potosí, que evolucionó al Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí acorde a la Reforma Constitucional publicada en el Diario Oficial de la Federación del veintisiete de mayo de dos mil quince, que creó el Sistema Nacional Anticorrupción, y de la que emanaron, entre otras, la Ley General de Responsabilidades Administrativas, la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí, y la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, disposiciones que entraron en vigor el diecinueve de julio de dos mil diecisiete.
Establecido lo anterior, no debe soslayarse que en el acto que se pretendió impugnar, lo que se le impuso a la hoy reclamante, fue una medida de apremio establecida en la fracción I, del artículo 190, de la Ley Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado.

En ese orden de ideas, las medidas de apremio se definen como instrumentos jurídicos mediante los cuales una autoridad jurisdiccional o administrativa puede hacer cumplir sus determinaciones de carácter procedimental o ejercer sus facultades. Usualmente, pueden consistir en auxilio de la fuerza pública, multas, entre otras (amonestaciones).

La imposición de este tipo de medidas surge de la necesidad de dotar a las autoridades de herramientas que les permitan hacer cumplir sus decisiones; es decir, que sus mandatos sean obedecidos, dado el carácter de autoridad con que aquéllos se encuentran investidos.

Por tanto, la imposición de la medida cuestionada, tiene como finalidad erigirse en un instrumento jurídico idóneo generador de cierto tipo de presión para desincentivar, e incluso superar la resistencia del sujeto que obstaculiza el ejercicio de las facultades de la autoridad, a fin de allanar tal ejercicio.

Así, las medidas de apremio tienden a desincentivar las conductas que obstaculicen el inicio o desarrollo de las facultades de las autoridades, y vencerlas una vez que son desplegadas, todo ello con miras a lograr un efectivo imperio de las autoridades al hacer uso de ellas y que los particulares obedezcan sus determinaciones.

Ilustra lo expuesto el criterio con los datos de localización siguientes:

Quinta Época

Registro: 282254

Instancia: Pleno

Tesis aislada

Fuente: Semanario Judicial de la Federación

Tomo XX

Materia: común

Página: 898

"APREMIO, MEDIDAS DE.- Las medidas de apremio no tienen carácter penal que ameriten el ejercicio de la acción por parte del Ministerio Público, porque en los casos previstos por la ley procesal civil, no se trata de la comisión de un delito, sino, simplemente de disposiciones que tienden a hacer efectivo el imperio de las autoridades judiciales, para que se obedezcan sus determinaciones; por tanto, si ante la amenaza de una corrección disciplinaría, el litigante se allana a lo mandado por el Juez, la medida de apremio carece de objeto, y de llevarse adelante, constituiría una verdadera pena, que sólo estaría justificada como impuesta por el delito de desobediencia a un mandato legítimo de la autoridad; pero entonces debe pasar el caso al conocimiento y competencia de un Juez penal, siendo ya necesario el previo pedimento del Ministerio Público."

Asimismo, se invoca el criterio con los datos de localización siguientes:

Quinta Época

Registro: 345295

Instancia: Primera Sala

Tesis aislada

Fuente: Semanario Judicial de la Federación

Tomo XCVIII

Materia: común

Página: 543

"MEDIDAS DE APREMIO.- Aunque el artículo 59 del Código Federal de Procedimientos Civiles determina que las autoridades, para hacer cumplir sus determinaciones pueden emplear, a discreción, ciertos medios de apremio, es lógico suponer que las facultades que concede dicho artículo a las autoridades judiciales, son señaladas para aquellos casos en que existe interés público en que se cumplan sus determinaciones; especialmente en aquellos casos en que haya motivo para que el individuo que se manda apremiar resista, aunque sin fundamento legal al cumplimiento de esas determinaciones, pero no en aquellos en que él sea el único a quien interesa dicho cumplimiento; así, sólo al quejoso interesa el hecho de designar domicilio para que reciba notificaciones al tercero interesado en el juicio de amparo que promovió; y ese interés es de tal manera, personal, que de no cumplir esa determinación, el único efecto que produciría sería la paralización del asunto, con riesgo de que se tuviese al fin por no interpuesta la demanda, por no haber cumplido con las obligaciones que le impone el artículo 116 de la Ley de Amparo; resolución que resultaría favorable al tercero interesado, por esta causa se comprende que la imposición de una multa, en tal caso no está justificada."

Como se ve, la medida de apremio persigue el fin de remover el obstáculo que la conducta dilatoria de quien se dirige para el ejercicio de las facultades de quien la ordena; naturaleza que es completamente distinta a ya recibir una sanción por responsabilidad administrativa, al haber comprobado la autoridad correspondiente, que efectivamente el servidor público realizó una conducta que amerite una sanción.
Adicionalmente a lo anterior, debe señalarse que en la especie, las medidas de apremio previstas en el artículo 190, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, no corresponden al ámbito del derecho administrativo sancionador, a que se refiere la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, dado que su naturaleza jurídica se inscribe en la potestad de autotutela ejecutiva de la administración, identificada con su facultad legal de defender intereses públicos concretos, en la especie, hacer efectivo el derecho de acceso a la información, pues media una advertencia previa a la imposición del medio de apremio, desde el momento en que ésta se establece y le precede un apercibimiento directo y personal.  

Sirve de apoyo a lo anterior, la tesis aislada IV.2o.A.110 A (10a.), del Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Circuito, que dice: 

“MULTA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 148, FRACCIÓN II, DE LA LEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN DEL ESTADO DE NUEVO LEÓN. NO ENTRAÑA UNA MANIFESTACIÓN DE LA POTESTAD PUNITIVA DEL ESTADO. La multa prevista en el artículo 148, fracción II, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información del Estado de Nuevo León contra los sujetos obligados, por no rendir su contestación en el procedimiento de inconformidad dentro del término que el propio ordenamiento indica, no corresponde al ámbito del derecho administrativo sancionador, debido a que, en ese caso, no se trata de una manifestación de la potestad punitiva del Estado, esto es, que tenga un fin represivo o retributivo para la realización de una conducta que se considere administrativamente ilícita. Más bien, su naturaleza jurídica se inscribe en la potestad de autotutela ejecutiva de la administración, identificada con su facultad legal de defender intereses públicos concretos, en la especie, hacer efectivo el derecho de acceso a la información, pues media una advertencia previo a la sanción, desde el momento en que ésta se establece legalmente y le precede un apercibimiento directo y personal; de ahí que se trate de un medio de presión y no de una sanción, que tiene una finalidad coercitiva, similar a la de las medidas de apremio, y está sujeta a los requisitos de la debida fundamentación y motivación, previstos en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Es así, porque dicha multa coercitiva no castiga un incumplimiento, sino que la administración la anuncia previamente al particular, ofreciéndole la posibilidad de evitarla, al cumplir con la prevención ejecutando la obligación. Esa opción no existe en el caso de la sanción, porque cuando ésta se impone ya se produjo la infracción y el particular no puede evitarla o eliminarla.”

Por lo tanto, si en la especie la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí (CEGAIP), le impuso la medida de apremio –consistente en una amonestación privada- establecida en el artículo 190, fracción I, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado; es evidente que no es de las correspondientes a una sanción por responsabilidades administrativas no graves, prevista en la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí; de ahí que no se actualice la competencia de este Tribunal, señalada en la hipótesis de procedencia contenida en el numeral 7, fracción XIV, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí.

En conclusión, es criterio de este Juzgador, que contrario a lo que argumenta la reclamante, los dispositivos legales que hizo referencia en su ocurso de reclamación, no señalan de manera expresa que este Tribunal, pueda conocer de cualquier resolución emitida por un organismo autónomo –como lo es la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí (CEGAIP)-; sino que precisan que se conocerán de aquellos juicios en contra de las resoluciones definitivas de responsabilidades administrativas no graves y sus recursos, previstos en la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí –anteriormente señalados-, lo que no acontece en la especie, pues lo que se le impuso fue una medida de apremio –amonestación privada-, establecida en la fracción I, del artículo 190, de la Ley Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado. 
Ahora bien, no pasa inadvertido para el suscrito Magistrado que el reclamante sustenta los argumentos de agravio de su reclamación en el criterio adoptado en la tesis asilada que se identificada bajo el rubro “RESOLUCIONES DEFINITIVAS EN MATERIA DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS DICTADAS POR LOS ÓRGANOS CONSTITUCIONALES AUTÓNOMOS. EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA ES COMPETENTE PARA CONOCER DEL JUICIO DE NULIDAD PROMOVIDA EN SU CONTRA (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 19 DE JULIO DE 2016).”
, toda vez que dicho criterio lejos de beneficiarle, refuerza lo ya estudiado anteriormente; es decir, que este Tribunal Estatal efectivamente puede conocer de las resoluciones emitidas por un organismo autónomo, siempre y cuando sea una sanción de responsabilidad administrativa no grave –precisadas en la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí-, lo que como ya se dijo, no acontece en la especie, pues lo que se le impuso a la impetrante fue una medida de apremio establecida en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
En virtud de las anteriores consideraciones, resulta infundada la parte relativa del agravio en estudio.
Establecido lo anterior, debe destacarse que el hecho de que sea improcedente el juicio contencioso administrativo ante este Tribunal Estatal, en contra de una resolución consistente en una medida de apremio, como lo es una amonestación privada, no significa que se le esté dejando en un estado de indefensión a la impetrante y que además sea una “aberración” en el sistema jurídico mexicano –como arguye la reclamante en el ocurso correspondiente-; pues lo cierto es que la accionante, tuvo a su alcance como medio de defensa idóneo para su pretensión –al no existir un recurso previo que tuviera que agotar- el amparo indirecto, establecido en la Ley de Amparo, Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; tal y como se desprende del ordinal 107
, de ese ordenamiento legal, que establece que procede contra los actos u omisiones que provengan de autoridades distintas de los tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, por lo tanto resultaba procedente contra el acto que pretendió controvertía en este juicio. 

Incluso, lo anterior se refuerza por el hecho de que la autoridad demandada, en el acto que la hoy reclamante pretendió impugnar en este juicio contencioso administrativo, declaró que la resolución número *************, había causado estado, ya que no se había presentado ningún medio de defensa dentro del plazo previsto dentro del artículo 17, de la Ley de Amparo, el cual establece que: “El plazo para presentar la demanda de amparo es de quince días…”.
En consecuencia, si bien no resultaba procedente el juicio contencioso administrativo en contra de la medida de apremio consistente en una amonestación privada, lo cierto es que no por ello se le deja en estado de indefensión a la hoy reclamante, pues tuvo a su alcance como medio de defensa la interposición de un amparo indirecto; de ahí que la parte relativa del agravio en estudio, resulte infundado.
Finalmente, al no demostrarse causa de ilegalidad respecto del proveído de veinte de noviembre de dos mil diecinueve, con fundamento en el artículo 150, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se declara infundado el recurso de reclamación promovido en su contra y por consiguiente se confirma el mismo; toda vez que efectivamente este Tribunal carecía de competencia para conocer de la demanda que interpuso la reclamante, y por lo tanto al ser improcedente, es correcto que se haya desechado.
Por lo anteriormente expuesto y fundado y con apoyo además en los artículos 1, 9, párrafo primero, fracción III, 33, 34, fracción IX y 35, fracción VI, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, 150 y 151, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; se resuelve:
PRIMERO.- El Magistrado Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer y resolver el presente recurso de reclamación.

SEGUNDO.- Resulta infundado el recurso de reclamación promovido por la parte actora, en contra del auto de fecha veinte de noviembre de dos mil dieciocho.
TERCERO.- Se confirma el auto de desechamiento de demanda dictado el veinte de noviembre de dos mil dieciocho, por las razones precisadas en el Considerando Cuarto de la presente resolución.

CUARTO.- Notifíquese personalmente a la parte actora.
Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciado Manuel Ignacio Varela Maldonado, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado José de Jesús Guerrero Anguiano, que autoriza y da fe.- Rubricas
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
� Tal y como se desprende del acta relativa, visible en el folio 27 de autos.





� “ARTÍCULO 40. Las notificaciones personales surtirán sus efectos al día hábil siguiente en que se realicen.


…”





� De conformidad con lo siguiente: “ARTÍCULO 13. Los plazos y términos se contarán por días hábiles, salvo disposición en contrario. Empezarán a correr a partir del día siguiente a aquél en que surta efects (sic) la notificación y se incluirá en ellos el día del vencimiento.”





� El primero, al haber sido declarado inhábil por acuerdo del Pleno de este Tribunal de cuatro de diciembre de dos mil dieciocho; y los últimos dos ya que corresponden a un sábado y domingo.


� Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618





“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”


� Visible del folio 24 a 26 de autos.


� Diccionario Jurídico Mexicano, Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Universidad Nacional Autónoma de México-Porrúa, México, 2005, pp. 639 y 640.


� Siendo el caso que la reclamante únicamente pretende se encuadre en la fracción XIV, del ordinal 7°, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, lo que no se actualiza, como se desarrollará más adelante.


� TÍTULO DECIMO SEGUNDO





DE LA JUSTICIA ADMINISTRATIVA





CAPÍTULO ÚNICO





Del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa





ARTÍCULO 123.- La justicia administrativa se deposita en el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, que conocerá y resolverá las controversias de carácter administrativo y fiscal que se susciten entre la administración pública estatal o municipal y sus organismos descentralizados, estatales y municipales e intermunicipales y los particulares, dotado de plena jurisdicción y autonomía para dictar sus fallos, con competencia en todo el territorio estatal. La ley establecerá su organización, funcionamiento, procedimientos y, en su caso, recursos contra sus resoluciones.





El Tribunal Estatal de Justicia Administrativa es el órgano competente para imponer las sanciones a los servidores públicos locales y municipales por las responsabilidades administrativas que la ley determine como graves, y a los particulares que incurran en actos vinculados con faltas administrativas graves, así como fincar a los responsables, el pago de las indemnizaciones y sanciones pecuniarias que deriven de los daños y perjuicios que afecten a la hacienda pública Estatal o municipal, o al patrimonio de los entes públicos estatales o municipales.





Los Magistrados deberán reunir los mismos requisitos que para ser Magistrado del Supremo Tribunal de Justicia del Estado, debiendo además contar con experiencia en materia administrativa y fiscal. Serán designados por el Congreso del Estado en la misma forma y términos que establece el artículo 96 de la presente Constitución. Los Magistrados durarán en su cargo diez años y no podrán ser ratificados; y sólo podrán ser removidos de sus cargos por las causas graves que señale la ley, con la misma votación requerida para su nombramiento.


� “ARTICULO 3o.- El Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado será competente para conocer y resolver de los siguientes asuntos:


…


II. Las impugnaciones que se promueven en contra de las resoluciones definitivas que dicten las autoridades mencionadas, en aplicación de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí; la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, y demás ordenamientos aplicables en materia de responsabilidad administrativa;


…”


� Localización: [TA]; 10a. Época; T.C.C.; Gaceta S.J.F.; Libro 51, Febrero de 2018; Tomo III; Pág. 1540. I.1o.A.196 A (10a.). Registro No. 2 016 265.





RESOLUCIONES DEFINITIVAS EN MATERIA DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS DICTADAS POR LOS ÓRGANOS CONSTITUCIONALES AUTÓNOMOS. EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA ES COMPETENTE PARA CONOCER DEL JUICIO DE NULIDAD PROMOVIDO EN SU CONTRA (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 19 DE JULIO DE 2016).- En la jurisprudencia 2a./J. 49/2006, de rubro: "TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. CARECE DE COMPETENCIA PARA CONOCER DEL JUICIO DE NULIDAD PROMOVIDO CONTRA LA RESOLUCIÓN DEL ÓRGANO DE CONTROL INTERNO DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS QUE IMPONE SANCIONES ADMINISTRATIVAS A SUS SERVIDORES PÚBLICOS.", la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación definió que, en términos del artículo 73, fracción XXIX-H, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la competencia de los tribunales de jurisdicción contencioso administrativa se acota a dirimir los conflictos suscitados entre la administración pública federal y los particulares, sin incluir a otros Poderes de la Unión (Legislativo y Judicial) ni, en consecuencia, a los órganos constitucionales autónomos. Posteriormente, dicho precepto se reformó mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 27 de mayo de 2015, para establecer que el Congreso de la Unión tendrá facultades para expedir la ley que instituya el Tribunal Federal de Justicia Administrativa, con idéntica competencia. No obstante, en el artículo 3, fracción XVI, de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, publicada en el medio de difusión señalado el 18 de julio de 2016, en vigor al día siguiente, se amplió la garantía a la tutela jurisdiccional, prevista en el artículo 17 constitucional, en el sentido de que dicho órgano jurisdiccional conocerá también de los juicios de nulidad promovidos contra las resoluciones definitivas que impongan sanciones administrativas a los servidores públicos en términos de la legislación aplicable, así como contra las resoluciones que decidan los recursos administrativos previstos en dichos ordenamientos, dictadas por los órganos constitucionales autónomos.





PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO


� Artículo 107. El amparo indirecto procede:


…


II. Contra actos u omisiones que provengan de autoridades distintas de los tribunales judiciales, administrativos o del trabajo;


…”





